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I. INTRODUCCIÓN
El Foro Mediterráneo para la Promoción de los Derechos del Ciudadano presenta respetuosamente este informe alternativo al Comité contra la Desaparición Forzada con motivo del examen de Cuba durante la 31.ª sesión del Comité, que se celebrará del 14 al 24 de septiembre de 2026.
La documentación oficial del Comité sitúa a Cuba entre los Estados que serán examinados en el marco de la Lista de temas sobre información adicional. La principal referencia documental del Estado parte es el documento CED/C/CUB/AI/1, recibido por el Comité el 26 de agosto de 2024 en virtud del artículo 29, párrafo 4, de la Convención.
El presente informe tiene como referencia las observaciones finales del Comité sobre Cuba, contenidas en el documento CED/C/CUB/CO/1, adoptadas en marzo de 2017, así como la información adicional proporcionada por el Estado parte en 2024.
El Foro considera importante reconocer los avances legislativos e institucionales realizados por Cuba desde el examen anterior. Al mismo tiempo, entiende que la aplicación efectiva de la Convención requiere una evaluación permanente de la correspondencia entre las normas adoptadas, su aplicación práctica y la existencia de mecanismos independientes de supervisión y recurso.
El objetivo de este informe es, por tanto, contribuir de manera constructiva al diálogo entre el Comité y el Estado cubano, identificando avances concretos y, al mismo tiempo, ámbitos en los que podrían adoptarse medidas adicionales para fortalecer la prevención de las desapariciones forzadas y la protección de las personas privadas de libertad y de sus familiares.
II. AVANCES LEGISLATIVOS E INSTITUCIONALES DESDE 2017
El Foro reconoce como un avance especialmente relevante la adopción de la Constitución de 2019 y la posterior actualización de una parte sustancial del ordenamiento jurídico cubano.
El artículo 51 de la Constitución establece expresamente que las personas no pueden ser sometidas a desaparición forzada, torturas ni tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Asimismo, Cuba ha informado de la adopción de nuevas normas, entre ellas el Código Penal de 2022, la Ley del Proceso Penal de 2021 y la Ley de Ejecución Penal.
El avance más directamente relacionado con la Convención es la incorporación de la desaparición forzada como delito autónomo mediante el artículo 367 de la Ley No. 151/2022, Código Penal. La disposición establece penas de cuatro a diez años de privación de libertad, con agravaciones en determinadas circunstancias y una pena de hasta quince años cuando el hecho produce la muerte de la víctima.
El Foro considera que esta modificación constituye una respuesta legislativa significativa a una de las principales preocupaciones formuladas por el Comité en 2017.

Al mismo tiempo, considera conveniente que el Comité continúe examinando la correspondencia entre el artículo 367 y todos los elementos de la definición de desaparición forzada contenida en el artículo 2 de la Convención, así como la aplicación práctica de dicha disposición.
III. RECONOCIMIENTO DE LA COMPETENCIA DEL COMITÉ EN VIRTUD DE LOS ARTÍCULOS 31 Y 32
En sus observaciones finales de 2017, el Comité recomendó a Cuba considerar el reconocimiento de su competencia para recibir y examinar comunicaciones individuales e interestatales en virtud de los artículos 31 y 32 de la Convención.
En su información adicional de 2024, Cuba indicó que continúa evaluando las disposiciones facultativas y sostuvo que las declaraciones previstas en los artículos 31 y 32 corresponden a la esfera soberana de cada Estado. Cuba señaló asimismo que dispone de un sistema interinstitucional para recibir y tramitar quejas y denuncias relacionadas con posibles violaciones de derechos humanos.
El Foro respeta la posición expresada por el Estado parte. No obstante, considera que el reconocimiento de las competencias previstas en los artículos 31 y 32 constituiría una medida adicional de confianza en los mecanismos internacionales de protección y ampliaría las posibilidades de recurso disponibles para las víctimas y sus familiares.
Recomendación 1:
El Foro recomienda que Cuba continúe examinando favorablemente el reconocimiento de las competencias del Comité previstas en los artículos 31 y 32 de la Convención y mantenga abierto el diálogo nacional sobre esta cuestión.



IV. INSTITUCIÓN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS
El Comité recomendó en 2017 que Cuba considerara el establecimiento de una institución nacional de derechos humanos independiente y conforme a los Principios de París.
En su información de 2024, Cuba manifestó que dispone de un sistema nacional de promoción y protección de los derechos humanos y que, por el momento, no está prevista la modificación de dicho sistema, aunque las recomendaciones internacionales continúan siendo objeto de estudio.
El Foro considera que los mecanismos nacionales existentes pueden desempeñar una función importante. Sin embargo, entiende que la creación de una institución nacional independiente podría aportar una garantía complementaria de supervisión, investigación y protección.
Recomendación 2:
Considerar progresivamente la creación de una institución nacional de derechos humanos independiente, pluralista y dotada de garantías de autonomía, de conformidad con los Principios de París.
V. DEFINICIÓN Y TIPIFICACIÓN DE LA DESAPARICIÓN FORZADA
El Comité había recomendado en 2017 que Cuba tipificara la desaparición forzada como delito autónomo y que garantizara su correspondencia con el artículo 2 de la Convención.
El nuevo artículo 367 del Código Penal constituye un avance importante. Cuba informa que el delito comprende la privación de libertad realizada por un funcionario público, autoridad o agente, con abuso de sus atribuciones o quebrantamiento de las formalidades legales, acompañada de la intención de sustraer a la persona del amparo de la ley mediante la falta de reconocimiento de la detención o la negativa a informar sobre su paradero.


El Foro considera positivo que estos elementos hayan sido incorporados al derecho penal interno.
Recomendación 3:
Continuar revisando la aplicación del artículo 367 para asegurar su plena compatibilidad con todos los elementos de la definición internacional de desaparición forzada.
VI. DESAPARICIÓN FORZADA COMO CRIMEN DE LESA HUMANIDAD
El Comité recomendó en 2017 que Cuba considerara la desaparición forzada como crimen de lesa humanidad cuando se practique de manera generalizada o sistemática.
Cuba sostiene en su información de 2024 que el artículo 5 de la Convención establece cuándo la desaparición forzada constituye un crimen de lesa humanidad y que, debido a que el Estado afirma no haber registrado casos de desaparición forzada desde 1959, su Código Penal no contiene una mención específica de la desaparición forzada como crimen de lesa humanidad.
El Foro considera importante distinguir entre la ausencia de casos oficialmente reconocidos y la necesidad de disponer de un marco jurídico suficientemente claro para responder a cualquier eventual situación futura.
Recomendación 4:
Considerar una regulación expresa que permita identificar y sancionar la desaparición forzada como crimen de lesa humanidad cuando concurran las condiciones establecidas en el artículo 5 de la Convención.
VII. RESPONSABILIDAD DE LOS SUPERIORES
El Comité expresó en 2017 preocupación por la adecuación de las normas relativas a la responsabilidad de los superiores.

Cuba ha proporcionado en 2024 información más detallada sobre esta cuestión. Señala que el Código Penal establece responsabilidad para quienes ordenen, induzcan, participen o sean cómplices de actos de desaparición forzada y que el superior que tenga conocimiento de que subordinados bajo su autoridad y control efectivo están cometiendo o pretenden cometer una desaparición forzada, o que ignore conscientemente información clara al respecto sin adoptar las medidas necesarias, debe responder penalmente.
El Foro reconoce esta evolución normativa.
Recomendación 5:
Garantizar que las normas sobre responsabilidad de superiores sean aplicadas de manera efectiva cuando concurran los elementos establecidos en el artículo 6 de la Convención y proporcionar información estadística sobre su aplicación cuando corresponda.
VIII. PRESCRIPCIÓN
El Comité señaló en 2017 que el régimen general de prescripción planteaba problemas en relación con la naturaleza continuada de la desaparición forzada.
Cuba informa que el Código Penal establece la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad y de determinados delitos previstos en tratados internacionales vigentes para Cuba. Al mismo tiempo, el Estado parte mantiene que las reglas generales de prescripción parten de la fecha de comisión del hecho.
El Foro considera que esta cuestión merece una aclaración jurídica específica para evitar cualquier incertidumbre en relación con la naturaleza continuada de la desaparición forzada.
Recomendación 6:
Garantizar expresamente que el régimen de prescripción aplicable a la desaparición forzada sea plenamente compatible con el artículo 8 de la Convención y con la naturaleza continuada de esta violación mientras

 no se haya esclarecido el destino o paradero de la persona desaparecida.
IX. INDEPENDENCIA JUDICIAL
El Comité expresó en 2017 preocupación respecto de las garantías de independencia judicial existentes en ese momento.
Desde entonces, la Constitución de 2019 y la Ley No. 140/2021 de los Tribunales de Justicia han reforzado formalmente el principio de independencia funcional de los tribunales. Cuba informa que los jueces son independientes y no deben obediencia más que a la ley.
El Foro reconoce estos avances normativos y considera que el siguiente paso consiste en asegurar que las garantías formales de independencia se traduzcan plenamente en la práctica.
Recomendación 7:
Continuar fortaleciendo las garantías institucionales y prácticas de independencia, imparcialidad y autonomía de los tribunales y de las autoridades encargadas de investigar y perseguir los delitos comprendidos en la Convención.
X. JURISDICCIÓN MILITAR
Esta cuestión continúa siendo especialmente relevante.
En 2017, el Comité recomendó expresamente que las investigaciones y procesos relativos a desapariciones forzadas quedaran excluidos de la jurisdicción militar.
En su información de 2024, Cuba confirma que los tribunales militares son competentes cuando el acusado pertenece a las Fuerzas Armadas Revolucionarias o al Ministerio del Interior, incluso cuando intervenga un civil, y también cuando el delito se cometa en una zona militar. Cuba señala que estos tribunales forman parte de un único


 sistema judicial y pueden declinar su competencia en favor de los tribunales populares.
El Foro considera que esta regulación merece una revisión específica a la luz de la recomendación expresa del Comité de 2017, que pidió que los casos de desaparición forzada fueran investigados y juzgados exclusivamente por tribunales ordinarios.
Recomendación 8:
Adoptar las medidas legislativas o administrativas necesarias para garantizar que las investigaciones y procesos judiciales relativos a desapariciones forzadas sean competencia de la jurisdicción ordinaria, independientemente de la condición militar de las personas implicadas o del lugar donde hayan ocurrido los hechos.
XI. INDEPENDENCIA DE LAS INVESTIGACIONES
El Comité había recomendado en 2017 establecer mecanismos para impedir que miembros de las fuerzas de seguridad sospechosos de participar en una desaparición intervinieran en la investigación.
Cuba ha informado en 2024 que los agentes de la ley imputados o acusados pueden ser suspendidos de sus funciones y que no participan en la investigación. También señala que estas garantías se aplican a las investigaciones de naturaleza militar.
El Foro considera positivo este desarrollo.
Recomendación 9:
Garantizar la aplicación efectiva de estas salvaguardias y proporcionar, cuando proceda, información sobre los procedimientos utilizados para asegurar la separación entre las personas potencialmente implicadas y las autoridades investigadoras.



XII. NO DEVOLUCIÓN Y PROTECCIÓN INTERNACIONAL
El Comité recomendó en 2017 que Cuba incorporara expresamente en su legislación la prohibición de expulsar, devolver, entregar o extraditar a una persona cuando existieran razones fundadas para considerar que podría estar en peligro de sufrir una desaparición forzada.
Cuba ha informado de diversas garantías relacionadas con la extradición, incluida la posibilidad de denegar la cooperación cuando existan riesgos relacionados con los derechos humanos y la exigencia de determinadas garantías de debido proceso.
El Foro considera conveniente avanzar hacia una formulación jurídica explícita y específica respecto de la desaparición forzada.
Recomendación 10:
Incorporar expresamente en la legislación nacional el principio de no devolución cuando existan razones fundadas para creer que una persona podría estar en peligro de desaparición forzada.
XIII. ACCESO A LA ASISTENCIA LETRADA
El Comité recomendó en 2017 que toda persona privada de libertad tuviera acceso a un abogado desde el inicio de la privación de libertad.
Cuba informa que la Ley No. 143/2021 reconoce el derecho a la defensa y a designar abogado una vez instruida de cargo la persona. Si una persona detenida no designa defensor dentro de las 48 horas posteriores a dicha instrucción, se tramita la designación de oficio en los supuestos establecidos por la ley. La legislación también reconoce el derecho a comunicarse privadamente con el defensor.
El Foro valora positivamente el fortalecimiento de las garantías de defensa, pero considera que la diferencia entre el momento de la privación de libertad y el momento de la instrucción de cargo merece

 especial atención desde la perspectiva del artículo 17 de la Convención.
Recomendación 11:
Garantizar que toda persona privada de libertad tenga acceso efectivo y confidencial a asistencia letrada desde el inicio de la privación de libertad, especialmente durante las primeras actuaciones de las autoridades.
XIV. CONTROL JUDICIAL DE LA PRIVACIÓN DE LIBERTAD
El Comité recomendó en 2017 que toda persona detenida que no fuera puesta en libertad fuera llevada prontamente ante un juez para que se examinara la legalidad de la privación de libertad.
Cuba informa actualmente de mecanismos de control judicial de las medidas cautelares. Según la información presentada por el Estado, entre 2022 y junio de 2024 se impuso prisión provisional por decisión fiscal a 11.219 personas. En la jurisdicción militar se realizaron 270 controles judiciales, de los cuales 29 terminaron con la revocación o modificación de la medida por falta de fundamentos legales suficientes.
El Foro considera que estos datos demuestran la existencia de mecanismos de revisión y constituyen un elemento positivo. Al mismo tiempo, sería útil disponer de información sobre los plazos transcurridos entre la detención inicial, la imposición de la prisión provisional y el control judicial.
Recomendación 12:
Garantizar que el control judicial de cualquier privación de libertad se produzca con la mayor prontitud posible y publicar datos desagregados que permitan evaluar la eficacia de este mecanismo.
XV. HABEAS CORPUS
El Foro reconoce positivamente la existencia del habeas corpus como garantía judicial frente a determinadas situaciones de privación de libertad.
La información proporcionada por Cuba señala que, desde la entrada en vigor del nuevo Código Penal, se presentaron 15 procedimientos de habeas corpus en la jurisdicción militar; tres fueron declarados con lugar debido a violaciones de garantías procesales y las personas afectadas fueron puestas inmediatamente en libertad.
Recomendación 13:
Continuar fortaleciendo el habeas corpus como recurso efectivo, rápido y accesible frente a cualquier privación arbitraria de libertad, incomunicación o irregularidad que pueda incrementar el riesgo de desaparición forzada.
XVI. REGISTRO, TRASLADO Y LOCALIZACIÓN DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD
La trazabilidad de toda persona privada de libertad constituye una de las garantías preventivas esenciales frente a la desaparición forzada.
Cuba informa que, desde la entrada en vigor del Código Penal de 2022 hasta julio de 2024, la Fiscalía General recibió 37.177 quejas. En cuatro de ellas, los denunciantes manifestaron desconocer el lugar de detención o ubicación del recluso después de su traslado a otro establecimiento penitenciario. Según Cuba, todas fueron investigadas y no se comprobaron violaciones de la legalidad.
El Foro valora positivamente que las cuatro reclamaciones fueran investigadas y que se proporcionara una respuesta a los denunciantes. No obstante, considera fundamental que cualquier traslado de una persona privada de libertad quede registrado y que la información relevante sea accesible a la propia persona, a su representante legal y, de acuerdo con la legislación aplicable, a sus familiares.


Recomendación 14:
Fortalecer los sistemas de registro y trazabilidad de las personas privadas de libertad, garantizando que cualquier traslado quede documentado y que la información sobre el lugar de detención pueda obtenerse de manera rápida y efectiva.
XVII. INSPECCIÓN DE LOS LUGARES DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD
El Comité recomendó en 2017 la creación de un mecanismo independiente con facultades para realizar visitas periódicas y sin previo aviso a cualquier lugar donde pudiera encontrarse una persona privada de libertad.
Cuba informa de que la Fiscalía General realiza inspecciones periódicas en establecimientos penitenciarios y locales de detención y que también tramita quejas y denuncias presentadas por personas privadas de libertad o sus familiares. La información de 2024 señala además que la Ley de Ejecución Penal permite a fiscales y tribunales visitar lugares de internamiento y detención, entrevistar a personas privadas de libertad y examinar documentación relacionada con sus derechos.
El Foro reconoce estas medidas de supervisión. Sin embargo, considera que el elemento de independencia señalado por el Comité en 2017 continúa siendo relevante.
Recomendación 15:
Considerar el establecimiento de un mecanismo de supervisión independiente, con facultades para realizar visitas periódicas y sin previo aviso a todos los lugares de privación de libertad, complementando las funciones de las autoridades estatales existentes.
XVIII. DERECHO A LA REPARACIÓN
El Comité señaló en 2017 que la legislación cubana no proporcionaba todavía un sistema integral de reparación que cumpliera plenamente los requisitos del artículo 24, párrafos 4 y 5, de la Convención.

Cuba informa actualmente que las víctimas o perjudicados tienen derecho a ser resarcidos por daños morales y materiales y que la Caja de Resarcimientos del Ministerio de Justicia participa en la ejecución de las obligaciones civiles declaradas judicialmente. El Estado añade que no existen procesos por desaparición forzada que hayan culminado en una reparación, debido a que no se han registrado condenas por este delito.
El Foro considera que estos mecanismos constituyen una base importante, pero recomienda garantizar que el sistema pueda responder de manera integral a las necesidades específicas de las víctimas de desaparición forzada y sus familiares.
Recomendación 16:
Continuar desarrollando un sistema integral de reparación compatible con el artículo 24 de la Convención, que incluya restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, incluso en los supuestos previstos por la Convención en los que no exista una condena penal.
XIX. SITUACIÓN JURÍDICA DE LAS PERSONAS DESAPARECIDAS Y SUS FAMILIARES
El Comité recomendó en 2017 adoptar medidas para regular adecuadamente la situación jurídica de las personas cuyo paradero no hubiera sido esclarecido y la de sus familiares, sin exigir necesariamente una declaración de presunción de muerte.
Cuba informa que el Código Civil permite declarar ausente a una persona que haya desaparecido de su domicilio durante más de un año sin indicios sobre su paradero y que, transcurridos tres años sin noticias, puede declararse judicialmente la presunción de muerte.
El Foro considera importante que el ordenamiento jurídico continúe desarrollando soluciones específicas para los casos de desaparición forzada, dada su naturaleza continuada.

Recomendación 17:
Garantizar que las personas desaparecidas y sus familiares puedan ejercer sus derechos sociales, patrimoniales, familiares y económicos sin que sea necesario presumir el fallecimiento mientras no se haya esclarecido el destino o paradero de la persona.
XX. PROTECCIÓN DE LOS NIÑOS Y NIÑAS
El Comité recomendó en 2017 adoptar medidas legislativas específicas para penalizar las conductas contempladas en el artículo 25, párrafo 1 a), de la Convención, relacionadas con la apropiación, sustitución o ocultación de la identidad de niños afectados por una desaparición forzada.
Cuba reconoce en su información de 2024 que el Código Penal no contiene actualmente delitos específicos formulados en los mismos términos para todas las situaciones descritas en el artículo 25, párrafo 1 a). El Estado señala, no obstante, que determinadas circunstancias relacionadas con menores agravan la pena del delito de desaparición forzada.
El Foro considera que la protección específica de los niños constituye un ámbito en el que sería conveniente continuar avanzando.
Recomendación 18:
Adoptar disposiciones legislativas específicas que cubran plenamente las conductas descritas en el artículo 25, párrafo 1 a), de la Convención y garantizar mecanismos eficaces para preservar o restablecer la identidad de los niños afectados.
XXI. PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y TRANSPARENCIA
El Comité subrayó en 2017 la importancia de la participación de la sociedad civil en la aplicación de sus recomendaciones.
La documentación oficial de la 31.ª sesión demuestra que diversas organizaciones de la sociedad civil han presentado información sobre

Cuba en 2026, entre ellas la Asociación Cubana de las Naciones Unidas, Cubalex, el Observatorio de Género de Alas Tensas y la Unión Nacional de Juristas de Cuba.
El Foro considera positiva la existencia de estas contribuciones y recomienda que el diálogo nacional sobre la aplicación de la Convención continúe desarrollándose de forma amplia, profesional y plural.
Recomendación 19:
Fortalecer los espacios de diálogo con organizaciones de la sociedad civil, profesionales del derecho, instituciones académicas y representantes de familiares, y garantizar que las personas que cooperen con los mecanismos internacionales de derechos humanos puedan hacerlo sin intimidación ni represalias.
XXII. PRIORIDADES PARA EL DIÁLOGO CON EL ESTADO PARTE
A la luz de la información examinada, el Foro considera que las siguientes cuestiones podrían constituir prioridades para el diálogo del Comité con Cuba durante la 31.ª sesión:
1. La aplicación práctica del artículo 367 del Código Penal y su plena correspondencia con el artículo 2 de la Convención.
2. La regulación de la desaparición forzada como crimen de lesa humanidad cuando concurran las condiciones previstas en el artículo 5.
3. El reconocimiento de las competencias del Comité en virtud de los artículos 31 y 32.
4. Las garantías de independencia judicial y de las autoridades encargadas de investigar posibles desapariciones.
5. La exclusión de las desapariciones forzadas de la jurisdicción militar.
6. El acceso efectivo a un abogado desde el inicio de la privación de libertad.
7. La prontitud del control judicial de la prisión provisional.

8. La existencia de mecanismos independientes de inspección de los lugares de privación de libertad.
9. La protección efectiva frente a la devolución, expulsión, entrega o extradición cuando exista riesgo de desaparición forzada.
10. La existencia de mecanismos integrales de reparación y protección de los familiares.
11. La regulación de la situación jurídica de las personas cuyo paradero no haya sido esclarecido.
12. La protección específica de los niños frente a las conductas contempladas en el artículo 25 de la Convención.
XXIII. CONCLUSIONES
El Foro Mediterráneo para la Promoción de los Derechos del Ciudadano considera que la evolución normativa de Cuba desde el examen de 2017 contiene avances relevantes que deben ser reconocidos.
La Constitución de 2019 incorporó una prohibición expresa de la desaparición forzada, mientras que la Ley No. 151/2022 introdujo por primera vez la desaparición forzada como delito autónomo en el Código Penal. Asimismo, las Leyes No. 140/2021 de los Tribunales de Justicia, No. 143/2021 del Proceso Penal y la legislación relativa a la ejecución penal han desarrollado nuevas garantías jurídicas.
También resulta positivo que Cuba haya proporcionado información cuantitativa sobre las quejas recibidas, los mecanismos de habeas corpus, el control judicial de las medidas cautelares y las inspecciones realizadas en establecimientos penitenciarios. Estos elementos ofrecen una base concreta para evaluar la evolución del sistema.
El Foro considera, sin embargo, que el fortalecimiento de la protección contra la desaparición forzada no depende únicamente de la existencia de disposiciones legislativas. Requiere también mecanismos independientes de supervisión, garantías efectivas de acceso a la justicia, investigación imparcial, trazabilidad de todas las

 personas privadas de libertad y recursos eficaces para las víctimas y sus familiares.
En particular, el Foro considera prioritario continuar el diálogo sobre la jurisdicción militar, el acceso temprano a la asistencia letrada, el control judicial de la privación de libertad, la independencia de los mecanismos de supervisión, la reparación integral y la situación jurídica de las personas cuyo destino o paradero no haya sido esclarecido.
El Foro reconoce asimismo que Cuba ha informado al Comité de que no se han registrado, según sus autoridades, hechos de desaparición forzada desde 1959. Precisamente por ello, considera que la consolidación de mecanismos preventivos y de garantías jurídicas independientes constituye una inversión institucional destinada a asegurar que esta situación se mantenga y que cualquier eventual alegación pueda ser investigada de forma rápida, imparcial y efectiva.
El Foro Mediterráneo para la Promoción de los Derechos del Ciudadano presenta estas observaciones en un espíritu de cooperación constructiva. Su finalidad es contribuir al diálogo entre Cuba y el Comité contra la Desaparición Forzada y apoyar el fortalecimiento progresivo de las garantías establecidas por la Convención.
El Foro alienta al Estado cubano a continuar su cooperación con el Comité y a considerar las recomendaciones internacionales como una oportunidad para consolidar los avances normativos alcanzados, reforzar las garantías prácticas y asegurar una protección cada vez más efectiva de todas las personas frente a la desaparición forzada.
Mourad Lafkihen
Presidente
Foro Mediterráneo para la Promoción de los Derechos del Ciudadano (FMPDC)
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